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Acta No. 249 del 15 de mayo de 2017
Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00469-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados el Alcalde de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor que en la acción popular que la que actúa, radicada bajo el No. “2015-153”, el Juzgado accionado inaplica el artículo 121 del Código General del Proceso.
2. Considera lesionados los derechos a la igualdad, al debido proceso y a las garantías procesales. Para su protección, solicita se ordene: a) al juzgado accionado aplicar la citada norma y b) al Procurador Delegado para acciones populares, acreditar qué ha hecho para garantizar sus derechos fundamentales. 
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Por auto del pasado 2 de mayo se admitió la acción y se ordenó vincular al Alcalde de Pereira y a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 
2. Solamente se pronunció la Procuradora Regional de Risaralda para manifestar que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, al que aún no han sido convocados. Solicita se le desvincule de la actuación.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Correspondería a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso la funcionaria accionada vulneró los derechos fundamentales de que es titular el actor, al omitir aplicar el artículo 121 del Código General del Proceso en la acción popular en que dice actuar, pero resulta que la solicitud de amparo se fundamentó en hecho que no ha tenido ocurrencia.
3. En efecto, la prueba documental incorporada al expediente acredita  que el proceso radicado bajo el No. 2015-00153 corresponde a un  proceso ejecutivo mixto promovido por Leasing Bolívar contra la señora Rafaela maría Duque León y otros
.

4. En estas condiciones los hechos en que se fundamentó el amparo no han tenido ocurrencia, pues el proceso que tramita el juzgado accionado bajo el radicado anunciado en la demanda, esto es el “2015-153”, no es una acción popular como lo afirma el actor, sino que  corresponde a uno de otra naturaleza. 
La Corte Suprema de Justicia, en proceso de tutela propuesta por quien en este asunto actúa como demandante, en el que también se relataron hechos que no guardaban relación con lo acaecido en el proceso en el que el peticionario encontraba la lesión de sus derechos, dijo:


“Visto lo anterior, la Corte advierte que tal como lo indicó el Tribunal a quo, no es viable entrar a examinar las puntuales inconformidades del actor, puesto que los planteamientos plasmados en el escrito de tutela, no guardan alguna relación con lo actuado dentro del asunto 2015-01053-00, por cuanto, no se avizora que la autoridad accionada haya rechazado de plano la demanda del tutelante por falta de competencia, sino al contrario, lo que aconteció fue que la inadmitió para que él realizara unas aclaraciones y aportara unas pruebas, empero, como aquél no cumplió con la carga, se rechazó la demanda.


Se refuerza lo preanotado, porque el auto que “rechazó” la demanda por no haberse subsanado se profirió el 29 de abril de 2016, es decir, con posterioridad a la presentación del presente auxilio, y bajo esa circunstancia, no es posible analizar los descontentos del tutelante, itérese, la falta de congruencia entre lo relatado en el escrito de tutela y lo que se adelantó en el juicio; además, tampoco se observó que la autoridad querellada hubiese rechazado algún recurso de apelación por improcedente…”

De acuerdo con lo expuesto, no resulta posible analizar si se satisfacen los requisitos generales de procedencia de la tutela, que permitan pasar luego al análisis de las causales específicas para que el amparo solicitado frente a providencias judiciales se abra paso.

En esas condiciones, se negara el amparo reclamado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
R E S U E L V E 

PRIMERO. Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados el Alcalde de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Folio 9
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